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 Procedimiento Nº: E/06840/2020
940-0419

RESOLUCIÓN DE ARCHIVO DE ACTUACIONES

De las actuaciones practicadas por la Agencia Española de Protección de Datos y
teniendo como base los siguientes:

HECHOS

PRIMERO:  La reclamación interpuesta por Dña.  A.A.A. (en adelante, la reclamante)
tiene entrada con fecha 12 de febrero de 2020 en la Agencia Española de Protección
de Datos. 

La reclamación se dirige contra SERVICIO DE SALUD DEL PRINCIPADO DE
ASTURIAS, con NIF Q8350064E (en adelante, el reclamado). 

La reclamante manifiesta que en el Centro de Salud Paulino Prieto dependiente
del reclamado dan citas a los pacientes utilizando papeles reciclados,  por un lado,
aparece la impresión de la cita y por el otro un listado de ciudadanos que han causado
baja, con nombre, apellidos, fecha de nacimiento, DNI y número de afiliación de la
Seguridad Social.

Aporta la reclamante la siguiente documentación:

Fotografías de las citas médicas dadas a un paciente de atención primaria.  

SEGUNDO: De conformidad con el artículo 65.4 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de
diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales (en
adelante  LOPDGDD),  con número de referencia  E/02704/2020,  se  dio  traslado  de
dicha reclamación al reclamado, para que procediese a su análisis e informase a esta
Agencia en el plazo de un mes, de las acciones llevadas a cabo para adecuarse a los
requisitos previstos en la normativa de protección de datos.

TERCERO: Con fecha 6 de agosto de 2020,  la Directora de la Agencia Española de
Protección  de  Datos  acordó  admitir  a  trámite  la  reclamación  presentada  por  el
reclamante.

CUARTO: El 17 de agosto de este año, el reclamado manifiesta lo siguiente:

“A raíz de esta reclamación se decide esclarecer los hechos que han motivado la
misma,  tras  lo  que  se  ha  constatado  la  necesidad  de  unificar  en  las  Gerencias
sanitarias los modelos de cita a los pacientes. Así como garantizar la destrucción de
todo escrito en las unidades administrativas donde figuren datos de los pacientes. Se
pondrá también especial cuidado en la carga de las impresoras para evitar el indebido
reciclaje de escritos que deban ser destruidos por contener datos personales”.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I

De acuerdo con los poderes de investigación y correctivos que el artículo 58 del
Reglamento (UE) 2016/679 (Reglamento general de protección de datos, en adelante
RGPD) otorga a cada autoridad de control, y según lo dispuesto en el artículo 47 de la
Ley  Orgánica  3/2018,  de  5  de  diciembre,  de  Protección  de  Datos  Personales  y
garantía de los derechos digitales (en lo sucesivo LOPDGDD), es competente para
resolver estas actuaciones de investigación la Directora de la Agencia Española de
Protección de Datos.

II

De conformidad con lo  establecido  en el  artículo  55 del  RGPD,  la  Agencia
Española de Protección de Datos es competente para desempeñar las funciones que
se le  asignan  en su  artículo  57,  entre  ellas,  la  de  hacer  aplicar  el  Reglamento  y
promover  la  sensibilización  de  los  responsables  y  los  encargados  del  tratamiento
acerca  de  las  obligaciones  que  les  incumben,  así  como  tratar  las  reclamaciones
presentadas por un interesado e investigar el motivo de estas.

Corresponde, asimismo, a la Agencia Española de Protección de Datos ejercer
los poderes de investigación regulados en el artículo 58.1 del mismo texto legal, entre
los que figura la facultad de ordenar al responsable y al encargado del tratamiento que
faciliten cualquier información que requiera para el desempeño de sus funciones.

Correlativamente,  el  artículo  31  del  RGPD  establece  la  obligación  de  los
responsables y encargados del tratamiento de cooperar con la autoridad de control
que lo solicite en el desempeño de sus funciones. Para el caso de que éstos hayan
designado un delegado de protección de datos, el artículo 39 del RGPD atribuye a
éste la función de cooperar con dicha autoridad. 

Del mismo modo, el ordenamiento jurídico interno también prevé la posibilidad
de abrir un período de información o actuaciones previas. En este sentido, el artículo
55 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las
Administraciones Públicas, otorga esta facultad al órgano competente  con el  fin de
conocer  las  circunstancias  del  caso  concreto  y  la  conveniencia  o  no  de  iniciar  el
procedimiento.

La LOPDGDD en su artículo 77, Régimen aplicable a determinadas categorías
de responsables o encargados del tratamiento, establece lo siguiente:

“1. El régimen establecido en este artículo será de aplicación a los tratamientos
de los que sean responsables o encargados:

a)  Los  órganos  constitucionales  o  con  relevancia  constitucional  y  las
instituciones de las comunidades autónomas análogas a los mismos.
b) Los órganos jurisdiccionales.
c)  La  Administración  General  del  Estado,  las  Administraciones  de  las
comunidades autónomas y las entidades que integran la Administración Local.
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d)  Los  organismos  públicos  y  entidades  de  Derecho  público  vinculadas  o
dependientes de las Administraciones Públicas.
e) Las autoridades administrativas independientes.
f) El Banco de España.
g) Las corporaciones de Derecho público cuando las finalidades del tratamiento
se relacionen con el ejercicio de potestades de derecho público.
h) Las fundaciones del sector público.
i) Las Universidades Públicas.
j) Los consorcios.
k)  Los  grupos  parlamentarios  de  las  Cortes  Generales  y  las  Asambleas
Legislativas autonómicas, así como los grupos políticos de las Corporaciones
Locales.

2.  Cuando  los  responsables  o  encargados  enumerados  en  el  apartado  1
cometiesen alguna de las infracciones a las que se refieren los artículos 72 a 74 de
esta ley orgánica, la autoridad de protección de datos que resulte competente dictará
resolución sancionando a las mismas con apercibimiento. La resolución establecerá
asimismo las medidas que proceda adoptar para que cese la conducta o se corrijan
los efectos de la infracción que se hubiese cometido.

La  resolución  se  notificará  al  responsable  o  encargado  del  tratamiento,  al
órgano del que dependa jerárquicamente, en su caso, y a los afectados que tuvieran
la condición de interesado, en su caso.

3.  Sin  perjuicio  de  lo  establecido  en  el  apartado  anterior,  la  autoridad  de
protección  de  datos  propondrá  también  la  iniciación  de  actuaciones  disciplinarias
cuando existan indicios  suficientes  para ello.  En este caso,  el  procedimiento  y las
sanciones a aplicar serán las establecidas en la legislación sobre régimen disciplinario
o sancionador que resulte de aplicación.

Asimismo, cuando las infracciones sean imputables a autoridades y directivos,
y se acredite la existencia de informes técnicos o recomendaciones para el tratamiento
que no hubieran sido debidamente atendidos, en la resolución en la que se imponga la
sanción se incluirá una amonestación con denominación del cargo responsable y se
ordenará  la  publicación  en  el  Boletín  Oficial  del  Estado  o  autonómico  que
corresponda.

4.  Se  deberán  comunicar  a  la  autoridad  de  protección  de  datos  las
resoluciones que recaigan en relación con las medidas y actuaciones a que se refieren
los apartados anteriores.

5. Se comunicarán al Defensor del Pueblo o, en su caso, a las instituciones
análogas  de  las  comunidades  autónomas  las  actuaciones  realizadas  y  las
resoluciones dictadas al amparo de este artículo.

6. Cuando la autoridad competente sea la Agencia Española de Protección de
Datos, esta publicará en su página web con la debida separación las resoluciones
referidas a las entidades del apartado 1 de este artículo, con expresa indicación de la
identidad  del  responsable  o  encargado  del  tratamiento  que  hubiera  cometido  la
infracción.
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Cuando la competencia corresponda a una autoridad autonómica de protección
de datos se estará, en cuanto a la publicidad de estas resoluciones, a lo que disponga
su normativa específica”.

III

En el presente caso, se ha recibido en esta Agencia la reclamación presentada
por la reclamante contra el reclamado, por una presunta vulneración de los artículos
32 y 5.1 f) del RGPD seguridad del tratamiento e integridad y confidencialidad.

En concreto se reclama que el reclamado da citas a los pacientes utilizando
papeles reciclados, por un lado, aparece la impresión de la cita y por el otro un listado
de ciudadanos que han causado baja, con nombre, apellidos,  fecha de nacimiento,
DNI y número de afiliación de la Seguridad Social.

De conformidad con la normativa expuesta, con carácter previo a la admisión a
trámite  de  esta  reclamación,  se  dio  traslado  de  la  misma al  reclamado  para  que
procediese a su análisis  y diera respuesta a esta Agencia en el  plazo de un mes.
Asimismo,  se  solicitó  que  informara sobre  las  causas  que  motivaron  la  incidencia
producida y detalle de las medidas adoptadas para evitar situaciones similares.

Por otro lado, se acusó recibo de la reclamación presentada por el reclamante,
informándole además de su traslado al reclamado y del requerimiento hecho a éste
para que en el plazo de un mes informase a esta Agencia de las acciones llevadas a
cabo para adecuarse a los requisitos previstos en la normativa de protección de datos.

Una vez analizadas las razones expuestas por el reclamado, que obran en el
expediente,  se ha constatado  que  han tomado las medidas necesarias para que no
vuelva a suceder los hechos denunciados, es decir  garantizar la destrucción de todo
escrito  en  las  unidades  administrativas  donde  figuren  datos  de  los  pacientes,  y
también  pondrán  especial  cuidado  en  la  carga  de  las  impresoras  para  evitar  el
indebido reciclaje de escritos que deban ser destruidos por contener datos personales.

Por este motivo,  la Directora de la Agencia Española de Protección de Datos
acuerda el archivo de estas actuaciones.

Por  lo  tanto,  de  acuerdo  con  lo  señalado,  por  la  Directora  de  la  Agencia
Española de Protección de Datos,

SE ACUERDA:

PRIMERO: PROCEDER AL ARCHIVO de las presentes actuaciones.

SEGUNDO: NOTIFICAR la presente resolución al reclamante y reclamado. 

De  conformidad  con  lo  establecido  en  el  artículo  50  de  la  LOPDGDD,  la
presente Resolución se hará pública una vez haya sido notificada a los interesados. 
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Contra  esta  resolución,  que  pone  fin  a  la  vía  administrativa  según  lo
preceptuado por el art. 114.1.c) de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento
Administrativo  Común  de  las  Administraciones  Públicas,  y  de  conformidad  con  lo
establecido en los arts.  112 y 123 de la  citada Ley 39/2015,  de 1 de octubre,  los
interesados  podrán  interponer,  potestativamente,  recurso  de  reposición  ante  la
Directora de la Agencia Española de Protección de Datos en el plazo de un mes a
contar  desde  el  día  siguiente  a  la  notificación  de  esta  resolución  o  directamente
recurso contencioso administrativo ante la Sala de lo Contencioso-administrativo de la
Audiencia Nacional, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 25 y en el apartado 5 de
la disposición adicional  cuarta de la  Ley 29/1998,  de 13 de julio,  reguladora de la
Jurisdicción Contencioso-Administrativa, en el plazo de dos meses a contar desde el
día siguiente a la notificación de este acto, según lo previsto en el artículo 46.1 de la
referida Ley.

Mar España Martí
Directora de la Agencia Española de Protección de Datos
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